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1. HACIA UN NUEVO 
PARADIGMA EMPRESARIAL

Nos encontramos en un momento histórico realmente singular en el que 
la humanidad se ha de enfrentar a retos que nunca antes había encara-
do. El cambio climático y los retos planteados por el desarrollo digital y la 
inteligencia artificial nos están transportando hacia un nuevo paradigma 
mundial. Paradigma en el que las oportunidades serán sin duda muchas, 
pero las amenazas y desigualdades pugnarán en igualdad de condiciones. 

En este entorno de continuo cambio e indudable incertidumbre la pérdi-
da de cohesión social, el deterioro de la salud mental, las enfermedades in-
fecciosas y las crisis de los medios de subsistencia, se nos presentan como 
problemas sociales de interés general a la altura de las amenazas medioam-
bientales, como el cambio climático o la pérdida de biodiversidad.1

Ante este panorama una gran parte del tejido empresarial —alentado 
sin duda por los hitos que supusieron la aprobación de la Agenda 20302 y 
los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible, así como los Acuerdos de París,3 
que construyeron un lenguaje común— está dispuesto a abandonar la neu-
tralidad y quiere avanzar hacia modelos empresariales más responsables 
que atiendan con su actividad a los retos y problemas a los que se ha de 
enfrentar la sociedad actual. 

Las empresas quieren asumir su responsabilidad en la construcción de 
nuestro futuro común, están deseosas de contribuir al cambio y velar por el 
bienestar social y ambiental en el largo plazo. Y es, en este entorno, que surge 
una tipología especial de empresas, aquellas que quieren alinear sus legítimos 
intereses y los de sus socios, a la contribución de soluciones para esos retos 
superiores a los que de manera común nos enfrentamos como sociedad. 

Tal y como se mencionaba en el Libro Verde de las empresas con propó-
sito4 son muchos los nombres con los que se encuentran referencias a este 

1.  World Economic Forum (2022). The Global Risks Report 2022, 17th Edition.

2.  Naciones Unidas, Asamblea General, Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desa-
rrollo Sostenible, A/RES/70/1 (25 septiembre 2015).

3.  Naciones Unidas, Acuerdo de París de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático (UNFCCC) (12 Diciembre 2015).

4.  B Lab, Gabeiras y Asociados – Fundación Gabeiras, (2020). Libro Verde de las empresas con pro-
pósito, Ed. La Cultivada.

https://lacultivadaediciones.es/wp-content/uploads/2021/06/La-Cultivada%E2%80%93Libro-verde-de-las-empresas-con-propo%CC%81sito.pdf
https://lacultivadaediciones.es/wp-content/uploads/2021/06/La-Cultivada%E2%80%93Libro-verde-de-las-empresas-con-propo%CC%81sito.pdf
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nuevo tipo de empresa; benefit corporation, sociedad de beneficio colecti-
vo, sociedades de beneficio e interés común, empresa con propósito. Pero 
también, cuarto sector, empresa de triple impacto, etc. 

En el Libro Verde se optó por la denominación de «empresas con pro-
pósito», pues en aquel momento este término nos permitía evocar a todas 
ellas, dado que, independientemente del nombre que recibiesen, refieren 
a un mismo modelo. 

Bajo esta denominación el Libro Verde5 describía a aquellas entidades 
con ánimo de lucro que, más allá de cumplir con los criterios de responsa-
bilidad ambiental, social y de gobernanza (criterios ESG por sus siglas en 
inglés), generan un impacto positivo sobre la sociedad, las personas y el 
medio ambiente. Añadiendo, en línea con la teoría de GALDON,6 directora 
de Innovación Social de IE University, una característica más de este tipo 
de empresas que resulta fundamental a la hora de comprender el alcance 
de su impacto, como es que utilizan recursos privados para resolver un 
problema público.

En todo caso, hemos de adelantar que en el presente Libro Blanco sin 
dejar de denominar a este modelo empresarial de manera genérica, y por 
su uso común en España, como «empresas con propósito», abandonare-
mos esta denominación para adoptar a efectos jurídicos la de «Sociedades 
de Beneficio e Interés común» (SBIC), pues esta denominación podrá tener 
un mejor encaje y entendimiento en el ordenamiento jurídico español. 

Ordenamiento jurídico, el español, en el que, sin embargo, tal y como 
quedó reflejado en el Libro Verde,7 no encontramos actualmente disposi-
ciones claras y bien orientadas que permitan un pleno desarrollo de este 
modelo de empresa. Esta ausencia de un marco jurídico propio supone una 
falta de reconocimiento y de seguridad jurídica que dificulta enormemente 
avanzar hacia ese nuevo paradigma empresarial, más sostenible y respon-
sable, de tutela agregada de intereses. 

En palabras de MEGÍAS LÓPEZ 8 mientras no exista un modelo jurídico 
estructural orientado a ello, el progreso en este sentido será ciertamente 

5.  Ibid.

6.  Secretaría General Iberoamericana (SEGIB) Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo (IDRC) de Canadá (2021). Las em-
presas con propósito y la regulación del Cuarto sector en Iberoamérica.

7.  B Lab, Gabeiras y Asociados – Fundación Gabeiras, (2020). Libro Verde de las empresas con pro-
pósito, Ed. La Cultivada, pp.77 y ss.

8.  Megías López, J. (2021). «Tendencias normativas para un gobierno corporativo sostenible a tra-
vés de propósito empresarial», Revista de Derecho Bancario y Bursátil, nº 164, pp. 11-59.



9

lento, desigual, injusto, ineficaz, ineficiente, y en todo punto insuficiente 
para lo que reclama el stakeholder model9 de desarrollo económico. 

Esta revolución empresarial tiene cada vez más adeptos y son muchas ya 
las empresas que, en el contexto nacional, cumplen con los criterios de una 
SBIC y que incorporan, en el corazón de sus negocios, el objetivo de reducir 
las problemáticas sociales y ambientales a las que nos enfrentamos. Este 
tejido empresarial necesita de su reconocimiento expreso y de un marco 
jurídico que contribuya de manera eficaz al cambio de paradigma. 

Es por ello que una parte del grupo de personas e instituciones, intere-
sadas por el ecosistema del propósito, se han unido de nuevo para avanzar 
y reflexionar sobre el mejor modo en que el ordenamiento jurídico español 
debería de regular, de manera expresa, esta especial figura jurídica mer-
cantil, como vía de reconocimiento público a su labor y como palanca de 
aceleración del cambio empresarial hacia el nuevo paradigma económico. 
El resultado de la reflexión de este GT se recoge en este Libro Blanco.

9.  El término stakeholder model fue originalmente acuñado por Freeman, en Freeman, R. (2010). 
Strategic Management: A Stakeholder Approach. Cambridge: Cambridge University Press, publicado 
por primera vez en 1984.

Para Freeman, los stakeholders son actores sociales que de alguna u otra forma guardan rela-
ción con las empresas y que cualquier decisión en torno a éstas les afecta positiva o negativamente. 
Sin embargo, casi todos los stakeholders están relacionados con una función concreta: la supervi-
vencia de la empresa.
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2. EL PORQUÉ DEL LIBRO 
BLANCO 

El Libro Blanco parte de la premisa de que es conveniente que el ordena-
miento jurídico español incorpore un régimen regulatorio específico para 
las SBIC. Ya en el Libro Verde se recogieron los argumentos a favor de esta 
posición por razones, tanto de necesidad, como de oportunidad. 

La necesidad se identificaba —partiendo de un enfoque estrictamente 
jurídico— por la incapacidad de nuestro ordenamiento de dar cobertura a 
este modelo empresarial con la suficiente seguridad jurídica que se requiere 
a efectos de mercado (transparencia, reconocimiento, competencia, impac-
to positivo real). Esto, que afecta también a la escalabilidad del modelo, se 
enlazaba con el segundo criterio, el de la oportunidad; defendiendo en este 
sentido que el modelo del propósito abre una oportunidad de alineación de 
las economías con las necesidades sociales y ambientales y con el interés 
común en alianza con el sector público, mejorando la disposición para el 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la Agenda 2030. 

De este modo el Libro Verde concluía proponiendo como siguientes pa-
sos: (i) continuar con las acciones de difusión de la información y de sensi-
bilización sobre el modelo de propósito y sus posibilidades para la creación 
de valor económico y social; (ii) en segundo lugar, se alentaba a potenciar el 
diálogo con los actores institucionales y políticos para trasladar los criterios 
de necesidad y oportunidad que permitan su posicionamiento favorable al 
reconocimiento jurídico del modelo; (iii) y, en tercer y último lugar, se asu-
mía el compromiso de promover la creación de un Libro Blanco que plantea-
se una propuesta específica de desarrollo del sistema jurídico que favorezca 
el reconocimiento y expansión del modelo empresarial del propósito.

En esta línea, y comenzando con las dos primeras propuestas con las que 
concluía el Libro Verde, se han redactado y promovido diversas iniciativas. 

Por una parte, se ha impulsado la adhesión al «Manifiesto dirigido a los 
poderes públicos para el impulso de un nuevo modelo empresarial inclusi-
vo y sostenible» cuya finalidad ha sido interpelar a los poderes públicos y 
que ha tenido, así mismo, como objetivo acreditar el apoyo social a la ini-
ciativa de impulsar este nuevo modelo empresarial mediante la creación de 
la figura jurídica de las SBIC. El Manifiesto ha sido suscrito por 53 personas 
referentes en el sistema de impacto y apoyado por 32 organizaciones. 

https://www.empresasconproposito.net/manifiesto
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Por otra parte, y en la misma línea de creación de una opinión favorable, 
se ha difundido una solicitud de apoyo, a través de la plataforma digital 
Change.org, que se ha denominado «Sí, a una ley que impulse las empresas 
con propósito», que a fecha de elaboración de este documento cuenta con 
más de 30.700 firmantes.

Especialmente reseñable es el acto de entrega de firmas organizado el 
22 de junio de 2022 en el Congreso de los Diputados, de la mano de la orga-
nización Talento para el Futuro. Durante el transcurso de la sesión, y tras 
varias acciones de incidencia política que se venían realizando, se acordó 
por fin el reconocimiento de la figura jurídica de la SBIC, recogiéndose 
como Disposición Adicional en el Proyecto de Ley Crea y Crece, a través 
de una enmienda transaccional. El 30 de junio de 2022 la enmienda se ha 
votado finalmente en el pleno del Congreso e incorporado al Proyecto de 
Ley. Empresas ya certificadas como B Corp (que tienen características si-
milares a las futuras SBIC) mejoran sus resultados económicos anuales en 
un 30% de media, por lo que la inclusión de la figura en una ley que busca el 
crecimiento empresarial resulta del todo acertada. Y es por ello, también, 
que la publicación del presente Libro Blanco resulta, en este momento, 
del todo necesaria, de cara a marcar las líneas que deberá seguir la futura 
regulación de la figura.

Por último, para la elaboración del Libro Blanco, y siguiendo una me-
todología colaborativa similar a la que dio lugar al Libro Verde, se impulsó 
la creación de un GT, integrado por diversas personas e instituciones vin-
culadas al sector de la economía responsable, a las que con posterioridad 
haremos referencia, con el fin de que debatir los beneficios, retos y difi-
cultades que, desde un punto de vista técnico-jurídico, puede plantear la 
regulación normativa de la figura empresarial pretendida. 

Como hemos dicho anteriormente el Libro Verde ya se pronunció sobre 
la necesidad y la oportunidad de regular la tipología jurídica de la SBIC, sin 
embargo, dejó abierto el debate sobre el cómo. 

Cuestiones tales como cuál debería ser el modelo regulatorio a seguir 
entre todas las alternativas posibles (fundamentalmente entre una solución 
normativa positiva o simples medidas autorregulatorias) o cómo se deben 
de abordar los principales retos jurídicos que esta iniciativa plantea; defini-
ción del propósito, control del cumplimiento, responsabilidades, etc., que-
daron abiertas para su debate posterior en este Libro Blanco.

El Libro Blanco continua así el trabajo realizado en el Libro Verde de las 
Empresas con Propósito, publicado en 2020 y que supuso un primer paso 
para la elaboración de la propuesta legislativa que aquí se contiene. 

https://change.org


Es necesario, en todo caso, aclarar la finalidad del presente Libro Blanco, 
que pretende el reconocimiento de las empresas de beneficio e interés co-
mún, con el fin de conseguir la meritada resignificación y legitimación, me-
jorando la transparencia en torno a lo que se denomina propósito social y/o 
ambiental. Con ello estamos convencidos de que será el propio mercado el 
que conseguirá guiar los flujos de capital de finanzas sostenibles e inversión 
de impacto hacia este tejido empresarial que contribuye a la reducción de 
los retos sociales y ambientales.

En este sentido, la final aprobación de la Ley que se propone contribui-
rá a que sea el mercado quien genere los incentivos en beneficio de estas 
compañías por su vocación al servicio del interés general, fomentando, así, 
su competitividad. Son empresas que generan una mejora en la atracción y 
retención del talento y el mercado las verá como una alternativa sostenible, a 
través de sus productos y servicios, adaptada a las necesidades de la sociedad.

13
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Con carácter previo a la exposición de las propuestas contenidas en este 
Libro Blanco, queremos expresar nuestro agradecimiento a todos aquellos 
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10.  José Miguel Embid Irujo es Catedrático de Derecho Mercantil en la Universidad de Valencia.

11.  Javier Megías López es Doctor y Profesor de Derecho Mercantil en la Universidad Complutense 
de Madrid.

12.  Silvina Bacigalupo es Catedrática en Derecho Penal de la Universidad Autónoma de Madrid.
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importante adelantar que el presente Libro Blanco si bien se refiere y cita 
sus aportaciones académicas recoge una opinión independiente de todos 
ellos que puede resultar eficaz y coherente para la comunidad del propó-
sito, pero en la que necesariamente habrá que seguir trabajando desde la 
Academia.  

Finalmente, al equipo de Gabeiras & Asociados que ha participado en la 
elaboración de este Libro Blanco. Especialmente a nuestras compañeras 
Paula Ráez y Marina de la Fuente y, por supuesto, a Pablo Sánchez, director 
de B Lab Spain, que con total generosidad está impulsando este proyecto, 
y en particular este Libro Blanco, junto con Fundación Gabeiras y Gabeiras 
& Asociados. 
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4.  METODOLOGÍA

Para la redacción del Libro Blanco se ha seguido una metodología partici-
pativa, coordinada, que no liderada, por B Lab España y por la Fundación 
Gabeiras, similar a la utilizada para la redacción del Libro Verde, aún cuan-
do ha estado más enfocada en los aspectos jurídicos de la iniciativa. 

Por ello al grupo de trabajo se invitaron no sólo a las personas e ins-
tituciones antes mencionadas, vinculadas a la economía del propósito o 
que tuvieran interés en ella, sino que también se promovió la participación 
expresa de juristas que pudiesen aportar su conocimiento en relación con 
las temáticas sobre las que se consideró conveniente cerrar los debates; (i) 
qué es el propósito y cómo se traslada a la norma con el fin de conseguir 
delimitar un concepto jurídico válido, (ii) las opciones de control y sistemas 
de evaluación que podrían incorporarse en el modelo de validación de las 
empresas con propósito, y por último (iii) las obligaciones y responsabili-
dades derivadas de la norma, en concreto sobre la verificación de la condi-
ción de Empresa con Propósito y la transparencia y rendición de cuentas 
por parte de la empresa y los administradores. 

El debate para la realización de la propuesta de Libro Blanco se estruc-
turó en tres sesiones en las que se contó con las aportaciones de los dife-
rentes miembros del grupo de trabajo. A modo de resumen, se exponen a 
continuación los principales temas tratados y las problemáticas abordadas 
en cada una de las sesiones:

Sesión I: martes 8 de febrero.
¿Qué es el propósito y cómo se traslada a la norma?

En la primera sesión participaron 24 personas. Pablo Sánchez, Director de 
B Lab Spain y Patricia Gabeiras, Socia fundadora de Gabeiras y Asociados, 
como entidades impulsoras del desarrollo de la propuesta, expusieron el 
contexto en el que se enmarca esta iniciativa, incluyendo el trabajo realiza-
do con carácter previo para el desarrollo del Libro Verde de las Empresas 
con Propósito, así como la metodología de trabajo. Tras esto, se abrió el 
turno de debate. Entre las cuestiones abordadas hay que destacar:

1. El concepto propósito. Se contemplaron distintas denominaciones de 
este tipo de empresas en otros países (société a mission, Società Benefit…). 
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En relación con el concepto de «propósito», se debatió sobre la proble-
mática que plantea utilizar este término: se dijo que todas las empresas 
tienen un propósito y así se reconoce en la legislación mercantil. Lo que las 
diferencia es que no todas buscan generar un impacto positivo de interés 
general. En ese sentido, esta nomenclatura, «empresa con propósito», po-
dría llevar a entender que existen entidades «sin propósito» o que se pueda 
desencadenar en un confrontamiento entre «empresas buenas» y «empre-
sas malas». Se planteó así la posibilidad de utilizar el término ya existente 
en otros paises de «Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo» (SBIC).

2. Factor diferenciador de este tipo de empresas. Se resaltó el hecho de 
que las SBIC van más allá del principio de no causar daño: tienen la inten-
ción de generar un impacto positivo social y/o ambiental. Pero se destacó 
igualmente que podría darse el caso de que una empresa resulte muy po-
sitiva en cuanto a lo que proyecta y después se gestione internamente de 
una manera irresponsable. En este sentido, es importante hacer referencia 
a la responsabilidad tanto interna como externa, y tener en cuenta los des-
tinatarios de ese propósito o impacto, es decir, definir bien los grupos de 
interés y el modelo de gobernanza. 

Sesión II jueves 24 de febrero.
Control y Sistema de Evaluación

Presentada por Patricia Gabeiras y Pablo Sanchez, la sesión contó con 
21 asistentes. En ella se reflexionó en torno a los mecanismos de control 
existentes capaces de medir y evaluar el desempeño ambiental, social y 
gobernanza y conocer la consecución del propósito social y/o ambiental 
definido por la empresa. Además, se señalaba también la importancia de 
integrar sistemas para la gestión del impacto, necesarios para la mejora 
continua de las entidades.

Se expuso que, en la actualidad, existen diferentes estándares, meto-
dologías y marcos voluntarios de sostenibilidad e impacto ambiental y/o 
social a los que acogerse para medir el desempeño de las entidades. Sin 
embargo, la falta de homogeneización puede dificultar esta tarea. Durante 
la sesión, se compartió el ejemplo de la Impact Management Platform, que 
aglutina una serie de organizaciones que lideran los marcos voluntarios de 
reporting de sostenibilidad y estándares de gestión y medición de impacto, 
entre los que se incluyen algunos como Global Impact Investment Network 
(GIIN), Global Reporting Initiative (GRI) o el B Impact Assessment (BIA). Pa-
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blo Sánchez, a modo de ejemplo, explicó el funcionamiento de este último 
vinculado a la certificación B Corp.

En el debate de la sesión, y a pesar de la variedad de metodologías exis-
tentes en torno al impacto, existió bastante consenso en torno a las si-
guientes cuestiones:

1. La norma tiene que reflejar tanto la dimensión del desempeño ESG  
como el impacto. Se señaló que es esencial que se cumpla con criterios 
elevados de desempeño ambiental, social, económico y de buen gobierno, 
y se tenga en cuenta toda la cadena de valor y grupos de interés (doble 
materialidad). El desempeño ESG y su reporting relativo es una tendencia 
que se ha consolidado, cuyo desarrollo en la normativa europea se está aún 
fortaleciendo con las nuevas propuestas legislativas y en torno a la que ya 
contamos con regulación de referencia nacional  (i.e. Ley 11/2018 de Infor-
mación No Financiera y Diversidad). Sin embargo, una entidad que cumpla 
con criterios ESG no es necesariamente una SBIC. El propósito tiene que 
estar asociado al modelo de negocio de la entidad y las herramientas utili-
zadas para medirlo deben ser capaces de identificar el impacto ambiental 
y/o social positivo generado. Por tanto, se señaló que es necesario reflejar 
ambas dimensiones (desempeño ESG + impacto) en la norma. Se destacó, 
dentro de esta segunda dimensión, la importancia de modificar el objeto 
social en los estatutos.
 
2. La posibilidad de que exista una validación o certificación externa in-
dependiente. En este sentido, se expresó que existe una dificultad inhe-
rente a la hora de homogeneizar la medición del impacto, pues los diferen-
tes sectores requieren diferentes formas de abordar y medir sus impactos. 
Surgió además la cuestión de la importancia de la proporcionalidad, y de si 
la validación debiera suponer un coste para las entidades que quieren ver 
reconocido su propósito. 

Sesión III jueves 10 de marzo. 
Obligaciones y Responsabilidades derivadas de la norma

La tercera sesión contó con 22 participantes. Al igual que en las anteriores, 
la introducción y exposición del contenido de los temas a tratar se com-
plementó con un debate posterior, en concreto, en torno a lo siguiente:



1. La verificación. Se hizo referencia a diferentes legislaciones que pueden 
resultar de inspiración en el proceso de reconocimiento legal de las SBIC 
(Ley de Igualdad, Ley de Información no Financiera, Ley de Fundaciones, 
etc.). En este sentido, se recalcó una vez más la importancia de la pro-
porcionalidad. Además, también se llegó a la conclusión de que una SBIC 
debería poder registrarse tanto en el momento de su constitución como a 
posteriori. Se planteó, por otra parte, la conveniencia de que la adminis-
tración realice inspecciones aleatorias, aunque se cuestionó la posibilidad 
real de que esto pudiera suceder, dada la falta de recursos públicos desti-
nados a estos fines. 

2. La transparencia. Se debatió acerca del alcance del reporte de impacto 
y de su periodicidad. Existió consenso en torno a la conveniencia de ela-
borar informes periódicos sobre la consecución del propósito social y/o 
ambiental definido por la empresa, insistiendo de nuevo en la importancia 
de la doble materialidad en la rendición de cuentas (que rindan cuentas so-
bre los grupos de interés en los que impactan y que estos participen en los 
propios procesos de medición) y de publicar información no sólo del im-
pacto, sino también del desempeño ESG. Siguiendo ejemplos de regulacio-
nes existentes, se propuso que la periodicidad de los informes fuese anual.

3. La responsabilidad concreta de la entidad y/o los administradores.  
En lo referente a la responsabilidad por incumplimiento del propósito, fue 
analizada desde un punto de vista mercantil, en particular en el ámbito de 
la competencia desleal, donde podrían ser de aplicación prácticas enga-
ñosas. Esto puede darse en el momento en el que una empresa se adhiere 
a esta tipología empresarial o a un código de conducta sin ser cierto, de-
rivando en responsabilidades concretas. Asimismo, se señaló que, desde 
el derecho de sociedades, cuando se introduce en los estatutos una ne-
cesidad de actuar en cierta dirección, como puede ser en este caso un 
propósito determinado, el cumplimiento del mismo puede ser exigido a 
los administradores, tal y como ocurre en Francia o Italia. En todo caso, 
se destacó la importancia de crear mecanismos de supervisión interna, a 
través de la configuración de órganos responsables en este ámbito dentro 
de la entidad, como buen mecanismo preventivo de la responsabilidad. 

Por último, se valoró la posible existencia de una responsabilidad penal, 
sin embargo, en la actualidad este tipo de responsabilidad está vinculada 
al perjuicio económico para los socios (administración desleal), la estafa 
u otros delitos similares, los cuales son difíciles de justificar en nuestro 
marco de análisis.
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4. La no inclusión de incentivos fiscales en la norma. Hubo consenso en 
que, por ahora, el único motivo por el que una empresa debería desear re-
gistrarse con este sistema es para obtener reconocimiento como empresa 
con propósito social y/o ambiental, evitando el impact washing. Una vez 
desarrollada la norma, será el propio mercado el que posicione a este tipo 
de empresas como una alternativa para la transición hacia una economía 
sostenible y la dote de una ventaja competitiva respecto del resto.

El análisis contenido en el presente documento refleja, así, los debates y 
opiniones de los distintos grupos de interés invitados a estas Aulas y se ha 
completado a partir de diversas fuentes. 

No obstante y comoquiera que una de las cuestiones que se puso en evi-
dencia era la necesidad de abordar la propuesta de la posible reforma con 
el suficiente rigor jurídico desde un punto de vista académico conceptual 
para su mejor integración en las normas ya existentes, con posterioridad a 
las tres sesiones se contó con aportaciones específicas de los profesores 
EMBID IRUJO, referidas fundamentalmente al concepto del propósito y a 
su encaje dentro de las estructuras e instituciones actuales del Derecho 
Mercantil, MEGÍAS LÓPEZ que ha realizado aportaciones fundamentales 
respecto a la transparencia y al sistema de control, y BACIGALUPO cuyas 
reflexiones se han dirigido hacia el régimen de responsabilidad civil e in-
cluso penal.13 El presente Libro Blanco ha estado apoyado y acompañado 
en su proceso de creación y redacción por este grupo de académicos que, 
con gran generosidad intelectual, han compartido con la comunidad del 
propósito sus aportaciones. 

El presente Libro Blanco es fruto por tanto de las conclusiones alcan-
zadas por sus redactoras a partir de los debates generados en el seno del 
GT y contiene una primera reflexión, que quedará abierta para ulteriores 
mejoras, sobre la oportunidad del reconocimiento normativo de las SBIC 
en nuestro ordenamiento jurídico y sobre las diferentes opciones de lle-
varla a cabo. 

13.  Todas las aportaciones han sido realizadas en el seno del Grupo de Trabajo del presente Libro 
Blanco.
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5. REFLEXIONES SOBRE LA 
REGULACIÓN DEL PROPÓSITO

5.1  ESTADO DE SITUACIÓN INTERNACIONAL 

De cara a promover el reconocimiento de las SBIC en España, es impor-
tante traer a colación las experiencias de éxito en otros ordenamientos 
jurídicos. Italia y Francia se han convertido en el ejemplo de experiencias 
legislativas en materia del propósito empresarial en la región europea. A 
pesar de contar con desarrollos y procedimiento legislativos diferentes, 
ambos han conseguido formalizar en sus ordenamientos jurídicos la figura 
del propósito social y/o ambiental. 

No obstante, antes de detallar las experiencias regionales, cabe resaltar 
también la experiencia de las benefit corporations en Estados Unidos. Des-
de 2010 diferentes leyes estatales estadounidenses han introducido en sus 
normativas nuevos tipos sociales con el nombre de «Benefit Corporation» y 
han servido de elemento inspirador para diferentes propuestas normativas 
en esta materia en todo el mundo. Esta figura, descarta de manera expresa 
la creación de riqueza del accionista como único propósito, y crea un mo-
delo de entidad basado en dos premisas: la primera, la necesidad de que la 
entidad opere con criterios de responsabilidad, sostenibilidad y diligencia 
debida, y la segunda, incorporando al fin principal de las sociedades de 
capital la necesidad de perseguir un fin social orientado a los stakeholders, 
manteniendo el objeto y fin de ganancia de los accionistas. Algunas regula-
ciones establecen el carácter obligatorio de incorporar en los estatutos el 
business purpose identificando uno o más intereses no accionariales o pu-
blic benefits, sin embargo, no es de carácter facultativo en todos los casos. 

Cabe hacer mención al contexto latinoamericano, ya que desde hace 
unos años se viene extendiendo la figura de las sociedades de Beneficio 
e Interés Colectivo (BIC). Perú, a modo de ejemplo, acogió en 2020 en su 
ordenamiento jurídico esta figura en la Ley N° 31072-Ley de la sociedad de 
beneficio e interés colectivo. A través de la misma se establece el marco 
que regula las Sociedades BIC y se busca promover un nuevo modelo em-
presarial, donde al fin lucrativo de la sociedad, se añade un propósito social 
o ambiental.

Volviendo a las experiencias regionales, Italia se ha convertido en el 
primer país europeo y segundo del mundo en reconocer la Società Benefit 
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dentro del ámbito mercantil, a través de la Legge di Stabilità de 2016, de 
28 de diciembre de 2015. De acuerdo con la regulación italiana, cualquier 
tipo de sociedad mercantil podría calificarse como Società Benefit, siem-
pre que cumpla con los requisitos exigidos por la norma, sin que esto 
suponga ninguna alteración a la forma jurídica de la empresa. 

Este tipo de sociedades, equivalentes a lo que se espera que sea la So-
ciedad de Beneficio e Interés Común en España, se definen por «que, en 
el ejercicio de su actividad económica, además del objetivo de compartir 
beneficios económicos, persiguen uno o más objetivos de beneficio común 
y operan de manera responsable, sostenible y transparente con respecto 
a las personas, las comunidades, los territorios y el medio ambiente, los 
bienes y actividades culturales y sociales, los organismos y asociaciones y 
otras partes interesadas». 

De esta manera, la sociedad que quiera ser reconocida como Società 
Benefit debe comprometer su actividad con una gestión sostenible, ade-
más de definir un propósito o finalidad determinada orientada al beneficio 
común, y que deberá ir incluido en el objeto social de los estatutos de la 
entidad. Estos dos requisitos: actuar con transparencia, sostenibilidad y 
responsabilidad, así como la creación de un propósito o bien común deter-
minado, son necesarias y complementarias. 

Para garantizar el seguimiento e implementación del propósito, la so-
ciedad debe nombrar un gestor de impacto, como responsable de la con-
secución del beneficio común establecido por la entidad. Será también la 
figura encargada de la elaboración de un informe anual de los resultados 
alcanzados, ajustados a las cuentas anuales, y publicado en la página web 
de la entidad.

Con respecto a los sistemas de certificación, la norma italiana no con-
creta este aspecto, pero refleja los principios generales que deben regir la 
medición del impacto: gobernanza, empleados, otros interesados (provee-
dores, distribuidores, comunidades locales) y medio ambiente. 

Además, la vulneración por parte de los administradores de ese deber 
de promover el equilibrio de intereses puede generar responsabilidad, no 
solo frente a los accionistas, sino también frente a cualquier tercero que 
sufra un daño derivado del comportamiento antijurídico de aquellos, en 
aplicación del régimen general de sociedades de capital.14

De acuerdo con el Prof. MEGÍAS, el planteamiento italiano sobre las so-
ciedades con propósito específico estatutario merece cierta crítica, pues 
no hay una guía que sirva a los administradores para conducir el negocio 

14.  Párrafo 381 de la Legge di Stabilità de 2016, en conexión con los arts. 2395 (sociedad anónima) 
y 2476.6 (sociedad de responsabilidad limitada) del Código Civil italiano. ANGELICI (2018), pp. 29 ss.
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promoviendo un equilibrio de intereses entre las partes afectadas, por lo 
que se confía en exceso en la amplia discrecionalidad concedida a este 
respecto.15 

Con respecto a la societé a mission en Francia, en 2017 se inicia la pri-
mera fase de la consulta de la que hoy se conoce como Loi PACTE, seguida 
en 2018 de una segunda fase de consulta, en la que participaron sindicatos 
y colegios profesionales. De esta manera se presentó el Proyecto de Ley 
aprobado finalmente en la Asamblea Nacional y el Senado.16 

El modelo francés cuenta con unos requisitos similares a los señalados 
en el caso italiano. Al contenido estatutario tradicional de las entidades la 
Loi PACTE añade la posibilidad de incluir un corporate purpose en forma de 
raison d’être: «Los estatutos pueden especificar una razón de ser, consis-
tente en los principios que adopta la sociedad y para cuyo respeto preten-
de destinar recursos en el desempeño de su actividad».17

Para que las sociedades puedan adoptar el apellido o calificación de so-
ciété a missión es necesario el cumplimiento de cinco requisitos acumula-
tivos:18 i) sus estatutos recojan una raison d’être de acuerdo con lo señalado 
por el Código Civil; ii) sus estatutos especifiquen uno o más objetivos so-
ciales o medioambientales que perseguirán en el desarrollo de su actividad 
(la «mission»); iii) sus estatutos precisen los modos de seguimiento sobre 
la consecución de dichos objetivos o «mission», entre las que se incluirá un 
comité de mission como órgano autónomo de los órganos sociales, com-
puesto al menos por un empleado; iv) la ejecución de los objetivos se some-
ta a verificación por un organismo independiente; y v) la sociedad declare 
su condición de société a mission al secretario judicial para que la publique 
en el Registro Mercantil correspondiente, tras verificar el cumplimiento de 
los requisitos estatutarios previstos.

En caso de que algunos de los requisitos mencionados no fueran respe-
tados, cualquier persona interesada o el Ministerio Fiscal podrán solicitar 
al juez que ordene a los representantes legales de la sociedad que retiren 

15.  Megías López, J. (2021). «Tendencias normativas para un gobierno corporativo sostenible a tra-
vés de propósito empresarial», Revista de Derecho Bancario y Bursátil, nº 164, pp. 11-59.

16.  B Lab, Gabeiras y Asociados – Fundación Gabeiras, (2020). Libro Verde de las empresas con pro-
pósito, Ed. La Cultivada.

17.  Art. 1835 Código Civil francés. Aunque antes de la Loi PACTE, las sociedades ya podían introdu-
cir una raison d’être en los estatutos, URBAIN-PARLEANI, I. (2019), «L’article 1835 et la raison d’être», 
en Revue des Sociétés, núm. 2019/10, p. 576.

18.  Megías López, J. (2021). «Tendencias normativas para un gobierno corporativo sostenible a tra-
vés de propósito empresarial», Revista de Derecho Bancario y Bursátil, nº 164, pp. 11-59.
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la calificación de société a mission de todos los actos, documentación em-
presarial y soportes electrónicos.19 

Con respecto a la responsabilidad que afrontan los administradores so-
ciales proviene del régimen general que resulte aplicable, y que deberá 
extenderse ahora a la vulneración de la consideración de aspectos sociales 
y medioambientales junto con el interés social, y en su caso a la incorpo-
ración de una raison d’être o la creación de una société a mission.20 En este 
sentido, sería posible que los administradores sean responsables frente a 
la sociedad, así como frente a stakeholders por violaciones de la Ley, los 
estatutos, o por las faltas cometidas en su gestión, a través de una acción 
de responsabilidad civil extracontractual.21

5.2  DEFINICIÓN DE LA «EMPRESA CON PROPÓSITO» O 
«SOCIEDAD DE BENEFICIO E INTERÉS COMÚN».

Tal y como nos ha señalado el Profesor EMBID IRUJO no resulta fácil ex-
plicar, desde un punto de vista jurídico, lo que pueda significar la fórmula 
«empresa con propósito», si bien su determinación resulta acuciante en el 
seno del Derecho español, en tanto que esta figura aspira a convertirse en 
una «nueva frontera» dentro de la compleja y variada realidad de los ope-
radores económicos en el mercado. Su delimitación conceptual es asimis-
mo imperiosa por cuanto que, como hemos visto, no existe un consenso 
global al respecto suficientemente amplio, ya que no se pueden identificar 
un elenco significativo de ordenamientos que hayan regulado esta figura, 
como tampoco lo ha hecho el ordenamiento jurídico español. 

Para su definición hay que partir de que con el término «propósito», 
no se describe, en palabras de EMBID IRUJO, «un objetivo que resulte 
adyacente al supuesto económico que toda sociedad representa, sino, al 
contrario, de un elemento característico o distintivo de la misma desde 

19.  Art. L.210-11 del Código de Comercio francés.

20.  Megías López, J. (2021). «Tendencias normativas para un gobierno corporativo sostenible a tra-
vés de propósito empresarial», Revista de Derecho Bancario y Bursátil, nº 164, pp. 11-59.

21.  V. así el art. L.225-251.1 del Código de Comercio francés, para la sociedad anónima; o el art. 
L.223-22.1 para la sociedad de responsabilidad limitada; y el art. 1850 del Código Civil para todas 
las sociedades. FLEISCHER (2021), p. 11. Por su parte, CONAC (2019), pp. 506 y ss., no confía en que 
se produzca dicha responsabilidad, refiriéndose en concreto a la vulneración del art. 1833: «excepto 
en casos extremos, es muy poco probable que los jueces acepten la responsabilidad civil de los 
administradores o directivos por una consideración insuficiente de las cuestiones sociales y am-
bientales».
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el momento de su creación, de aquí que la delimitación del propósito sea 
esencial no sólo en esa fase originaria de la empresa (sin entrar ahora en la 
forma jurídica que pueda adoptar), sino, sobre todo, a lo largo de su desen-
volvimiento y desarrollo. Quiere decirse con ello que el propósito quedará 
no solo vinculado a la empresa, como un elemento distintivo de la mis-
ma, sino que habrá de hacerse presente y efectivo en su mismo objeto, así 
como en su organización y en los restantes elementos característicos de 
su funcionamiento».22 

En el Libro Verde ya recogíamos una aproximación al concepto, tanto 
en sentido positivo, como negativo. Así desde un punto de vista positivo 
se exponía que las principales características que permitirían reconocer a 
una SBIC frente a otro modelo empresarial u otro tipo de organizaciones 
de tipo social eran las siguientes: 

1. Son organizaciones privadas con ánimo de lucro. 
2. Dan respuesta a cuestiones de interés público con recursos privados. 
3. Integran objetivos de triple balance/triple impacto: económico, so-
cial y ambiental.
4. Adquiere un compromiso legal a través de la incorporación a sus es-
tatutos de estos objetivos de impacto social y/o ambiental. 
5. Incorpora controles para garantizar el equilibrio entre el beneficio 
económico y los objetivos sociales y/o ambientales.
6. Cuenta con criterios de medición del impacto de su actividad en el 
entorno y en relación a todos sus grupos de interés.
7. Alinea la estrategia a largo plazo con la continuidad del negocio. 
8. Cumple elevados estándares de transparencia y rendición de cuentas 
(información periódica acerca de los objetivos alineados con la Agenda 
2030 y del cumplimiento de dichos objetivos).

Asimismo, cabe resaltar lo que no sería un SBIC, en ocasiones confun-
dida con las empresas que implementan estrategias de Responsabilidad 
Social Corporativa (RSC). Se señalan como principales diferencias las si-
guientes:

1. Las estrategias RSC dependen de la capacidad coyuntural de las em-
presas mientras que el modelo de propósito está integrado y es consus-
tancia a la actividad de la compañía.

22.  Embid Irujo, comentarios sobre las reflexiones del Grupo de Trabajo del Libro Blanco de las 
Empresas con Propósito.



2. Las actividades de RSC pretenden fomentar, favorecer o incentivar 
resultados sociales o medioambientales, mientras que las SBIC buscan 
transformar a través de impactos positivos.
3. Respecto del origen, la actividad de RSC puede tener un origen reac-
tivo (reacción a la observación de los impactos negativos de la actividad; 
acciones de mitigación y compensación), mientras que el propósito es 
proactivo, la incorporación del propósito implica que su actividad se 
encamine y contribuya de manera directa a la eliminación de esos efec-
tos negativos, y finalmente,
4. Respecto de la exigibilidad, la RSC responde al principio de confianza 
(declaración corporativa), mientras que la SBIC se compromete esta-
tutariamente mediante la incorporación del propósito al objeto social 
que supone obligación legal de cumplimiento y consecuentemente la 
correspondiente responsabilidad fiduciaria de la empresa y sus admi-
nistradores.

En las SBIC de lo que se trata en definitiva es de unir de manera ines-
cindible, en el ámbito organizativo y funcional de una sociedad, el consa-
bido y tradicional propósito lucrativo de las sociedades mercantiles, con 
la realización de actividades al servicio del interés general23 de ahí, que, 
según EMBID IRUJO, afecte al propósito o causa del contrato societario y 
que, por ello, sea preferible utilizar la terminología, en español, por la que 
optamos de manera preferente en este Libro Blanco, de «Sociedad de be-
neficio e interés común», para que sea la utilizada a efectos normativos, sin 
perjuicio de utilizar coloquialmente el concepto de empresa con propósito. 

5.3  LA DELIMITACIÓN DEL PROPÓSITO. EL INTERÉS 
GENERAL SOCIAL Y AMBIENTAL

Interesa señalar que la idea de propósito como causa no tiene una deli-
mitación concreta a priori, pudiendo traducirse en aspiraciones muy di-
versas, tanto aquellas de beneficio o interés común, como muchas otras 
ajenas al mismo (teniendo además en cuenta que el concepto de interés 
general puede resultar amplio a la vez que difuso). 

23.  Abandonamos de este modo, a efectos conceptuales de las empresas con propósito, aquellas 
empresas que pudiendo tener un propósito ajeno al ámbito, siempre amplio, si bien difuso de los 
intereses generales. 
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Sin embargo, tal y como decíamos en el Libro Verde, el «modelo de pro-
pósito» incorpora al valor de la empresa la búsqueda del impacto positivo 
en el entorno social y ambiental, identificándolo en su objeto social al mis-
mo nivel que la continuidad económica de la actividad. 

La definición de sostenibilidad hace referencia a «la satisfacción de las 
necesidades actuales sin comprometer la capacidad de las generaciones 
futuras de satisfacer las suyas, garantizando el equilibrio entre crecimien-
to económico, cuidado del medio ambiente y bienestar social». En la ac-
tualidad, la palabra sostenibilidad está «sobreexplotándose» y cada vez 
más empresas se declaran sostenibles cuando, en realidad, lo que están 
haciendo es tratar de actuar con responsabilidad. Por ello, es importan-
te establecer los criterios que diferencien las entidades que cumplen con 
unos criterios de responsabilidad común —ambientales, sociales y de buen 
gobierno— de aquellas que son sostenibles como propósito, generando un 
impacto positivo en su entorno; es decir, las SBIC. 

Dentro de la dimensión ambiental, una empresa podría relacionar su 
propósito con: garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible del agua 
y el saneamiento; apostar por energía asequibles, renovables y no conta-
minantes; implementar modelos de producción y consumo responsable; y 
adoptar medidas para combatir el cambio climático y sus efectos. Dentro 
de la dimensión social, una empresa podría identificar su propósito en: 
poner fin a la pobreza en sus diferentes formas; erradicar el hambre, lograr 
la seguridad alimentaria y la mejora de la nutrición y promover la agricul-
tura sostenible; lograr la igualdad de género; o reducir las desigualdades 
de colectivos vulnerables.

A modo de ejemplo, si una empresa textil establece su propósito en 
combatir el cambio climático y sus efectos, y para ello aplica a su modelo 
de producción un diseño innovador circular, en el que, para el desarrollo 
de sus productos, tienen en cuenta toda la cadena de valor que conlleva, 
desde el origen de los materiales, hasta el fin de ciclo de vida, seleccio-
nando determinados productos y procesos que minimizan el impacto en 
el medioambiente, podemos decir que tiene un propósito ambiental. Por 
ello, a la hora de constituir la entidad, o una vez constituida la misma, 
el objeto social de los estatutos debería contemplar la particularidad del 
propósito de la empresa: «adoptar medidas para combatir el cambio climá-
tico y sus efectos».
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6. EL ENCAJE DE LA SBIC EN EL 
DERECHO VIGENTE ESPAÑOL 

6.1  LA MAYOR IDONEIDAD DE LAS SOCIEDADES DE 
CAPITAL

Una de las razones de existir de este Libro Blanco es que el enunciado 
«empresa con propósito» carece de relieve y de presencia en el Derecho 
español, si bien esta circunstancia negativa no impide que existan ciertos 
marcos de referencia institucionales que permitirían albergar las finalida-
des del propósito más allá de las sociedades mercantiles.

Piensa el Prof. EMBID IRUJO, a tal efecto, «en personas jurídicas de 
base asociativa, como las sociedades cooperativas y las sociedades civiles; 
pero también en personas de base institucional, como las fundaciones», 
siendo «idóneas todas estas estructuras, con singulares matices diferen-
ciadores, para la titularidad y el ejercicio de la actividad empresarial en el 
mercado». En su opinión, no resulta tampoco posible «excluir de este su-
mario examen a la persona natural, es decir, al empresario persona física, 
a pesar de que el Derecho mercantil (la disciplina jurídica más relevante 
para el encuadramiento normativo de la empresa) le dedique muy escasa 
atención».

Es por ello que, como criterio de orden general, entendemos, y como 
nosotros el Prof. EMBID IRUJO «que la idea de la empresa con propósito es 
compatible con las formas jurídicas que acabamos de enumerar; o, dicho 
de otro modo, no parece haber en la naturaleza y caracteres de todas y 
cada una de ellas elemento alguno que permita excluir a priori esa com-
patibilidad». 

Sin embargo, ni las sociedades cooperativas (fundamentalmente por el 
relieve que en ellas tiene la causa mutualista en su naturaleza, constitución 
y desenvolvimiento que limitan de manera significativa no tanto la idea 
abstracta del propósito cuanto su operatividad y eficacia en el marco de 
la persona jurídica que nos ocupa), ni las fundaciones que por naturaleza 
carecen de ánimo de lucro (aunque actualmente aparezcan en el vértice de 
innumerables grupos empresariales con el fin de dirigirlos) pueden reunir 
todos y cada uno de los requisitos anteriormente detallados para ser con-
sideradas en puridad «empresas con propósito».
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Por ello seguimos considerando que, con todo, la estructura más idónea 
en términos de efectividad y capacidad transformadora de la realidad eco-
nómica, en la que encajar la SBIC en el Derecho español, son las sociedades 
de capital; en concreto la sociedad anónima y la sociedad de responsabi-
lidad limitada, dado que la sociedad comanditaria por acciones, también 
una sociedad mercantil de conformación capitalista, carece de relieve en 
la realidad empresarial. 

6.1.1 La dimensión de la empresa. 

Por último, es importante valorar si la dimensión de la empresa —su mayor 
o menor tamaño— constituye un requisito para la existencia y la viabilidad 
del propósito. Y es que en materia de responsabilidad social corporativa y 
sostenibilidad, existe una suerte de conexión sustancial entre tamaño de 
la empresa —por lo común considerable— y la exigencia o, en su caso, la 
recomendación de llevar a cabo por tal tipo de empresa acciones de res-
ponsabilidad social o promoción de la idea sostenibilidad. 

En el supuesto que nos ocupa, la posibilidad de constituir una SBIC debe 
representar una cuestión abierta, solo dependiente de la voluntad de quien 
o quienes decidan embarcarse en tal proyecto, al margen de su tamaño, de 
su actividad o cualquier otra circunstancia. 

No se puede ignorar, con todo, que, a mayor ambición del propósito, 
más compleja será su gestión y más necesario, por tanto, será el disponer 
de suficientes medios organizativos en la propia empresa que sirvan para 
hacer posible su efectiva realización. Si bien esta circunstancia no nos si-
túa de manera exclusiva en el ámbito de la gran empresa, pues la adecuada 
delimitación del propósito y el ajuste de sus principales elementos permi-
tiría sin particulares problemas su presencia y su gestión en empresas de 
todo tipo, incluyendo las de menor tamaño. 

Sin embargo, respecto de estas estructuras empresariales de menor ta-
maño, habrá que matizar sus obligaciones de control y verificación, para 
no hacerlas tan costosas o complejas que sean inviables. A esta cuestión 
nos referiremos con detalle más adelante. 
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6.1.2  Las «Sociedades de Beneficio e Interés Común», una 
tipología de empresa diferenciada.

Concretando más precisamente el ámbito de su regulación, la entrada 
en el Derecho de sociedades de los intereses generales a través de las «So-
ciedades de Beneficio e Interés Común», se llevará a cabo, sin embargo, de 
modo sensiblemente diferente al que se observa respecto de la responsa-
bilidad social y la sostenibilidad y así nos lo vuelve a recordar EMBID IRU-
JO; «en tanto que estas dos magnitudes [la responsabilidad social y la sos-
tenibilidad] son consideradas en sí mismas, con independencia de que su 
regulación se lleve a cabo mediante la clásica regulación normativa o por 
la vía del Derecho blando, el tratamiento de las sociedades de beneficio e 
interés común constituye una modulación de la tipología societaria (no de 
la tipicidad) y supone, por tanto, delimitar un sujeto jurídico expresamente 
concebido para el fin indicado». 

Es por ello que, tanto si el tratamiento normativo del propósito se lle-
va a cabo por la vía del reconocimiento expreso e individualizado de las 
sociedades de beneficio o interés común, como si se articula a tal efecto 
un modelo específico de una sociedad ya regulada, en ambos casos nos 
encontraríamos ante una figura tipológicamente diferenciada dentro del 
Derecho de sociedades. 

6.2  EL ENCUADRE DEL PROPÓSITO EN EL DERECHO DE 
SOCIEDADES DE CAPITAL.

Una vez determinado que las formas preferibles para cobijar a las SBIC son 
las sociedades mercantiles de capital (anónima y de responsabilidad limi-
tada, según se ha dicho), es necesario realizar algunas concreciones en el 
marco precisamente de lo que es característico y distintivo del Derecho de 
sociedades mercantiles de capital. 
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6.2.1  La naturaleza del propósito empresarial: ¿causa, objeto o 
interés social?

Desde un punto de vista conceptual o dogmático, no existe una equivalen-
cia precisa entre el propósito y las nociones fundamentales del Derecho 
de sociedades. De hecho, el propósito parece incidir en elementos corres-
pondientes a distintas nociones societarias en las que resulta oportuno de-
tenerse pues puede no ser sencillo adscribirlas en concreto a ninguna de 
ellas. Nos referimos a la causa, el objeto y el interés social, mediante las cua-
les se delimita y comprende, desde un punto de vista legislativo, el sentido 
y la razón de ser de estas personas jurídicas.

A. La causa. 
Respecto de la causa el Prof. EMBID IRUJO, nos recuerda que la causa de la 
sociedad hay que entenderla como «el fundamento del contrato o negocio 
de organización mediante el cual se constituye una sociedad mercantil». Y 
que «la causa, como es bien sabido, representa la finalidad económico-so-
cial característica de un determinado negocio jurídico y asume, respecto 
del mismo, una función individualizadora que hace posible su ordenación 
normativa por el legislador». 

Por ello, tal y como nos ha ilustrado el Profesor EMBID IRUJO, durante 
el proceso de reflexión previo a la redacción del presente Libro Blanco, el 
concepto del propósito, cómo causa del contrato societario, sí que existe 
en el derecho español. Si bien dicho propósito causal societario queda en 
nuestro actual ordenamiento jurídico vinculado o limitado al puro ánimo 
de lucro o, como mucho, al interés único de los socios, respondiendo así 
a un modelo que mira preferentemente a los accionistas. Así se reconoce 
desde el Art. 35 del Código Civil, que refleja que las sociedades se consi-
deran personas jurídicas «de interés particular», en conjunción con su Art. 
1665 y con el Artículo 116 del Código de Comercio, que hacen referencia, 
respectivamente, al interés de los socios en sociedades civiles, y al interés 
lucrativo de las sociedades mercantiles. 

Siguiendo con las palabras de EMBID IRUJO, «esta orientación [de las 
actividades de las empresas con propósito al servicio del interés general] 
modifica sensiblemente el planteamiento tradicional en el que, como es 
sabido, las sociedades han sido consideradas personas jurídicas «de interés 
particular» (como dice todavía el art. 35 C. c.) y consecuencia de ello es que 
su propósito causal aparezca vinculado exclusivamente con el ánimo de 
lucro, tal y como afirman el art. 1665 C. c. (para las sociedades civiles) y el 
art. 116 C. de c. (para las sociedades mercantiles)».
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Las SBIC, sin embargo, alteran de manera significativa este plantea-
miento clásico y sirven, por tanto, para dar entrada en el Derecho de so-
ciedades, como se acaba de señalar, a los intereses generales; a un pro-
pósito causal que va más allá del interés particular de la entidad o de sus 
accionistas. De ahí también que prefiramos abandonar la denominación 
empresa con propósito, pues todas las sociedades mercantiles, de manera 
obligada responden a un propósito causal, en beneficio de la denominación 
«Sociedades de Beneficio e Interés Común», pues lo que las caracteriza es 
un propósito causal más específico vinculado al interés general. 

Sin embargo, es interesante reseñar, respecto de la causa, lo que nos 
indica el Prof. EMBID en relación con las sociedades de capital, al llamar 
nuestra atención sobre el hecho de «que en el ámbito de las sociedades 
de capital, sin dejar de representar dicha función [la finalidad económico 
y lucrativa de la empresa], queda un tanto limitada en cuanto a su papel 
efectivo dentro de la dinámica societaria, puesto que, a diferencia de las 
restantes sociedades mercantiles (art. 116 C. de c.), no es seguro que sea el 
ánimo de lucro el único propósito causal en ellas. De hecho la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 17 de diciembre de 2020 
(BOE 9 de enero 2021) admite sin género de duda la plena validez de las 
sociedades mercantiles de capital desprovistas de ánimo de lucro.

De la no exigibilidad del ánimo de lucro como requisito constitutivo de 
la sociedad de capital es buena prueba, lo dispuesto en el art. 2 LSC, cuan-
do establece el principio de mercantilidad por razón de la forma.»

Si bien el modelo de SBIC parte de la presunción de que la sociedad 
mercantil pueda tener ánimo de lucro, como elemento diferenciador de 
otras instituciones del ámbito de la economía social, este peculiar trata-
miento formal existente en nuestro Derecho de sociedades mercantiles 
de capital permite, al menos a priori, un juego considerable del propósito 
en dicho ámbito, o al menos reduce el riesgo de que se pueda discutir el 
carácter mercantil de la actividad. 

Es evidente, pues, que el propósito encuentra elementos de cercanía 
con la causa del contrato societario y debe formar parte de ella, pues am-
bas nociones se refieren a la finalidad económico-social que constituye 
la piedra angular sobre la que ha de reposar la sociedad. Incluso puede 
hablarse de que las SBIC son sociedades con causa dual o combinada, en 
la que la causa vinculada al propósito de interés general, más cercana a 
una actividad sin ánimo de lucro, somete a la causa representativa de la 
primacía del accionista o del ánimo de lucro, y condiciona el régimen de 
responsabilidad societario. 
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B. El objeto social. 
La segunda noción societaria relevante es el objeto social entendido como 
la actividad o conjunto de actividades a las que la sociedad en cuestión pre-
tenda dedicarse. El objeto social se nos presenta, pues, como el lugar idó-
neo para identificar el propósito social y/o medioambiental, vinculándolo 
eso sí con una concreta actividad o actividades que deberán quedar lo más 
claramente determinadas. Si no fuese posible la delimitación del propósito 
social o ambiental en relación con el cual se quiera conseguir la incidencia 
pretendida a través de la actividad, al menos deberá quedar perfilando con 
la mayor nitidez el contenido esencial del mismo. En palabras del Prof. 
EMBID IRUJO, «resulta evidente que esas conductas integrantes del objeto 
social, y referidas a un marco específico de prestaciones, son en apariencia 
los mejores instrumentos para comprender, de manera concreta y dinámi-
ca, lo que el propósito sea».

El objeto social condiciona y delimita a su vez el ámbito de actuación del 
órgano de administración y sus deberes fiduciarios. 

C. El interés social. 
El ordenamiento jurídico español en materia de sociedades de capital y, en 
particular, el modelo de gobierno corporativo, como anteriormente hemos 
dicho y ahora reiteramos, está actualmente pensado y construido para favo-
recer el interés de los accionistas o socios, bajo una visión contractualista. Y 
así lo ha puesto de manifiesto la STS 897/2021, de 21 de diciembre de 2021. 

Sin embargo, en los últimos tiempos el modelo del interés social con-
tractualista se está viendo presionado por otros intereses; el interés de la 
empresa (tipificado en el art. 225,1º LSC), el interés del grupo (sin previsión 
legislativa, pero recogido en la STS 695/2015, de 11 de diciembre de 2015), 
o los intereses generales representados por el modelo del stakeholder24 y 
demás modelos orientados hacia la responsabilidad social corporativa y a 
la gestión de su impacto en la sociedad.25 Todo ello configurado como una 

24.  Para Freeman, los stakeholders son actores sociales que de alguna u otra forma guardan rela-
ción con las empresas y que cualquier decisión en torno a éstas les afecta positiva o negativamente. 
Sin embargo, casi todos los stakeholders están relacionados con una función concreta: la supervi-
vencia de las empresas.

25.  Para una mejor ilustración de estos modelos, vid. Megías López, J. (2021). «Tendencias norma-
tivas para un gobierno corporativo sostenible a través de propósito empresarial», Revista de Derecho 
Bancario y Bursátil, nº 164, pp. 11-59.
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especie de «dialéctica de intereses».26 Estos modelos tienen ya cierto reflejo 
en diversas normas incorporadas al derecho de sociedades español.27 

Es evidente, pues, que el modelo del propósito o del beneficio e interés 
común no sólo se aproxima, sino que participa y va a condicionar el interés 
social, por cuanto este se ha de mimetizar con el interés general. 

En definitiva, y a modo de conclusión de este apartado, se puede afir-
mar que la noción de propósito presenta afinidad con diferentes elemen-
tos societarios, y la mejor manera de contemplarlo desde la dogmática del 
Derecho de sociedades consistiría en reconocer sus vínculos con todos 
ellos (causa, objeto e interés social). 

Pero tal y como nos recomienda el Prof, EMBID IRUJO, quizá fuese 
«conveniente reflejar el propósito en los estatutos sociales, no sólo en una 
determinada cláusula, como podría ser la relativa al objeto social, sino al 
frente de los mismos, al modo de una especie de ideario de la sociedad. 
Quizá esta fuera la forma de «dejar las cosas claras» sobre la finalidad y la 
orientación fundamental de la sociedad en cuestión, sin perjuicio de que, 
con posterioridad, y como se acaba de decir, pudiera el propósito especi-
ficarse en relación a determinadas circunstancias, conceptos y caracteres 
de la sociedad.» 

Esta idea de fijar el ideario de manera expresa en los estatutos, a modo 
de motivación o fundamentación del propósito social, podría ser además 
relevante a efectos de que la existencia de dicho ideario podría ayudar o 
ser exigible cuando se pretenda la calificación, como SBIC. Sería este idea-
rio la razón de ser a la que se refiere la norma francesa. 

En cualquier caso, no sólo será especialmente relevante el papel de las 
cláusulas estatutarias necesarias —como lo es la relativa al objeto societa-
rio, de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 23 del Texto refundido de 
la Ley de sociedades de capital (LSC)—, sino también las condicionalmente 
obligatorias, siguiendo el margen de maniobra que hace posible la auto-
nomía de la voluntad. Entre estas últimas podemos destacar la importan-
cia de las cláusulas referidas a la transmisión de participaciones sociales 
(en el caso de Sociedades Limitadas) o acciones (en el caso de Sociedades 
Anónimas), así como las correspondientes a la distribución del beneficio 

26.  Embid Irujo, comentarios sobre las reflexiones del Grupo de Trabajo del Libro Blanco de las 
Empresas con Propósito.

27.  A modo de ejemplo: Ley 11/2018, de 28 de diciembre, por la que se modifica el Código de Co-
mercio, el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1/2010, de 2 de julio, y la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, en materia de infor-
mación no financiera y diversidad (BOE núm. 314, de 29 de diciembre de 2018) o Comisión Nacional 
del Mercado de Valores. (2015). Código de buen gobierno de las sociedades cotizadas. 
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o a las modificaciones estatutarias y al derecho de separación (que cobra 
especial importancia cuando el propósito no se incorpora en el momento 
de la constitución o cuando a lo largo de la vida societaria se incumple la 
misión), como bien nos especifica EMBID IRUJO. 

No entraremos a analizar en este Libro Blanco los requerimientos que 
se han de establecer en relación con las cláusulas estatutarias condicional-
mente obligatorias, pero no queríamos dejar de apuntar la importancia de 
tenerlas presente en el futuro desarrollo normativo. 

6.3  SOFT LAW O HARD LAW 

Como ya hemos visto en este Libro Blanco no se propone la creación de 
un tipo de sociedad nuevo, pero sí se aboga por la entrada en nuestro or-
denamiento jurídico de la Sociedad de Beneficio e Interés común a través 
de una previsión de rango legal, como una figura tipológicamente diferen-
ciada dentro de las sociedades de capital que ya contempla el Derecho de 
sociedades. Se propone pues no dejar el desarrollo en meras previsiones 
de voluntario cumplimiento (soft law). 

De conformidad con las posiciones postpositivistas más modernas28 el 
Derecho juega en los ordenamientos jurídicos un papel esencial para cons-
truir los nuevos modelos de sociedad que den respuesta a los retos de cada 
momento, que incorporen los saberes comunes adquiridos y que garanti-
cen un modelo de vida digna en las sociedades contemporáneas, sometidas 
a continuos y acelerados cambios. 

En particular, el Derecho se concibe como un fenómeno que juega un 
papel trascendental en la transformación social y, en particular, para un 
autor como TWINING, W., en algo tan concreto como el cumplimiento de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible. En esta causa, dice TWINING, el 
Derecho tiene un papel significativo que jugar.29 

La concepción del Derecho como un fin es para ATIENZA,30 recogiendo 
las palabras de TAMANAHA, una concepción aceptable siempre que vaya 
ligada a otra tesis, como es que el Derecho incorpora ciertos ideales de 
justicia y que se trata de un instrumento para servir al bien social. Lo que 
exige a su vez que haya una idea razonablemente compartida de en qué 
consiste ese bien social. 

28.  Atienza, M. (2017). Filosofía del Derecho y transformación social. Trotta.

29.  Ibid.

30.  Ibid.
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En definitiva, en tanto que los Objetivos de Desarrollo Sostenible reco-
nocidos en la Agenda 2030 o los retos frente a los que se posiciona el Acuer-
do de París, son representativos del consenso mundial sobre determinados 
valores morales que la humanidad ha de preservar, podemos considerar 
que en ellos se refleja también ese consenso previo que se requiere sobre 
la noción común de bien social. Sería, pues, razonable poner al servicio de 
estos valores y fines superiores al Derecho, como herramienta transfor-
madora. En este sentido, es claro que el ordenamiento jurídico cumple la 
función no solo de reflejar el estado de evolución de una sociedad, sino que 
establece las expectativas de la sociedad determinando y condicionando 
el comportamiento de las personas. Es el cumplimiento de las normas las 
que modifican las conductas de las personas en un marco de expectativas 
comunes de la sociedad. 

Tal y como mencionamos al inicio, en un contexto de emergencia climá-
tica y social se plantean necesarios cambios normativos que contribuyan a 
la transformación del paradigma económico y social y doten de seguridad 
jurídica para avanzar rápidamente hacia la transición ecológica y justa. 

Para abordar estos retos es necesario definir un marco que permi-
ta identificar con transparencia y seguridad jurídica aquellas empresas y 
productos que son ambiental y socialmente sostenibles, reducir el green/
social/impact whasing y guiar con la suficiente rapidez los flujos de capital 
hacia estas actividades.

Con este fin, se ha desarrollado desde la Unión Europea un paquete re-
gulatorio extenso en materia de sostenibilidad que busca acelerar la tran-
sición hacia modelos empresariales que reduzcan el impacto social y/o 
ambiental negativo. 

Entre las iniciativas regulatorias destacamos la taxonomía ambiental de la 
Unión Europea y las regulaciones complementarias como el Reglamento de 
Divulgación de Finanzas Sostenibles (SFDR, por sus siglas en inglés), la futura 
Directiva de Informes de sostenibilidad Corporativa (CSRD, por sus siglas en 
inglés) que modificará la existente Directiva de Información No Financiera 
(NFRD) o la futura Directiva sobre la diligencia debida de las empresas en 
materia de sostenibilidad. Adicionalmente, está en proceso de desarrollo la 
taxonomía social. 

Vemos, pues, que para desarrollar el marco de las finanzas sostenibles 
y para crear, desde una perspectiva dogmática, las instituciones jurídicas 
que se precisan para luchar contra la emergencia climática y las desigual-
dades sociales, que amenazan el bienestar de la humanidad, se está utili-
zando, por parte de la Unión Europea, el Derecho como herramienta de 
transformación social. 



A través de este paquete regulatorio también se empiezan a diferenciar 
las actividades atendiendo a dos ejes: una dimensión horizontal que inclu-
ye a las empresas desde un punto de vista de procesos y prácticas, donde 
se busca reducir el impacto negativo y actuar de forma responsable, y una 
dimensión vertical que incluye aquellas actividades que contribuyen a so-
lucionar de forma directa un reto medioambiental o social específico. Esta 
aproximación queda reflejada en el Reglamento de Divulgación de Finan-
zas Sostenibles (SFDR)31 a través de sus artículos 8 (eje horizontal) y 9 (eje 
vertical), así como en la futura Taxonomía social. 

En el eje vertical, esencial para avanzar hacia un nuevo paradigma em-
presarial, juegan un papel fundamental la inversión de impacto, regulada 
también parcialmente a través de la normativa relativa a los Fondos de Em-
prendimiento Social Europeo (FESE) y las empresas de beneficio e interés 
común, cuyo reconocimiento es el que se persigue en este Libro Blanco.

Las SBIC son, por tanto, un agente esencial más para afrontar, desde 
el tejido empresarial, los retos sociales y medioambientales a los que se 
enfrenta la sociedad, pues, como hemos visto, está en su esencia alinear-
se y contribuir al impacto positivo de estos intereses generales. Además, 
las SBIC pueden convertirse en objeto de las inversiones de impacto y ser 
financiadas por los recursos destinados a las finanzas sostenibles. Son así, 
desde la perspectiva empresarial, el brazo ejecutivo de la transformación; 
que se triangula así entre las finanzas sostenibles, las inversiones de im-
pacto y las empresas de beneficio e interés común. 

Por tanto, reconocer normativamente las SBIC responde a la misma ra-
zón por la que se ha desarrollado todo el paquete normativo en materia de 
finanzas sostenibles; la necesidad de acelerar el cambio y la oportunidad 
de que el tejido empresarial coadyuve, junto con el financiero y el sector 
público, al cambio de paradigma. 

Solo a través de la presión y necesidad de adaptación que supone la 
norma, puede conseguirse la resignificación de los conceptos que engloba 
la sostenibilidad medioambiental y social, la transparencia del modelo, la 
seguridad jurídica del cumplimiento de los fines que persiguen y la acele-
ración transformadora que se requiere. 

De ahí que en este Libro Blanco se opte por el reconocimiento legal y no 
por meras iniciativas de soft law, que, aun siendo positivas y necesarias, en 
la mayoría de las ocasiones no han conseguido incentivar la transformación 

31.  Unión Europea. Reglamento 2019/2088 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de no-
viembre de 2019 sobre la divulgación de información relativa a la sostenibilidad en el sector de los 
servicios financieros. Art. 8 y Art. 9.
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empresarial al ritmo deseado y que requieren las emergencias globales a las 
que hemos hecho referencia. Ejemplo de la falta de efectividad transforma-
dora acelerada que pueden tener ciertas iniciativas de soft law es el Código 
de buen gobierno de las sociedades cotizadas, promulgado por la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores (CNMV), publicado por primera vez en 
2006 y cuya última actualización data de 2015, en materias como la sosteni-
bilidad, o la transición hacia modelos de gobernanza que tengan en cuenta 
a los stakeholders o el género, pues aun incorporando desde un inicio la 
recomendación de que exista un 30% de representación femenina en los 
Consejos de Administración, hasta 2021 los Consejos de Administración de 
las empresas del IBEX 35 no cumplían con las recomendaciones. 

Por ello, no obstante, y siguiendo las recomendaciones del Prof. EMBID 
IRUJO, será conveniente complementar el régimen jurídico de las SBIC con 
la redacción de un texto de soft law, que incluye principios y recomenda-
ciones sobre esta figura. De manera similar al actual Código de buen go-
bierno de las sociedades cotizadas, actuaría como instrumento de decisión 
e impulso. Este complemento normativo podría recoger todas aquellas 
cuestiones que no fuesen vinculantes para las sociedades destinatarias, 
aunque fomentaría la activación del mecanismo comply or explain, donde 
las entidades deberían explicar públicamente las razones de su no segui-
miento. En esos principios y recomendaciones podría figurar todas aque-
llas cuestiones que no resultasen finalmente imperativas por no haberse 
incorporado a la normativa. 
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7. TRANSPARENCIA Y 
VERIFICACIÓN; APLICACIÓN 
DEL CRITERIO DE 
PROPORCIONALIDAD

7.1  LA NECESIDAD DE PROCESOS DE TRANSPARENCIA Y 
VERIFICACIÓN

Una de las preocupaciones que existen a la hora de implementar mecanis-
mos para concienciar sobre los retos y acelerar la transición hacia modelos 
económicos y financieros más sostenibles e inclusivos que permitan luchar 
contra el cambio climático y los retos sociales es definir marcos que doten 
de seguridad jurídica y transparencia al mercado y que permitan identifi-
car aquellas empresas y productos que son ambiental y socialmente sos-
tenibles, pero a la vez reducir el green/social/impact washing, con el fin 
de que se guíen de manera eficaz los flujos de capital y los esfuerzos hacia 
estas actividades.

Un ejemplo es el actual marco regulatorio de las finanzas sostenibles 
que tiene como valores cardinales la seguridad jurídica y la transparencia 
y es por ello, y para evitar el greenwashing que se ha desarrollado para el 
ámbito financiero el esquema de índices, la taxonomía ambiental y social y 
la normativa de divulgación.

Por ello, y siguiendo con las referencias a las técnicas legislativas palanca 
utilizadas para regular las finanzas sostenibles, es también esencial, en el 
ámbito de las SBIC, además del reconocimiento legal, para resignificar el 
concepto, construir un mecanismo de publicidad fiable que muestre pe-
riódicamente y de manera transparente al mercado, y al resto de grupo de 
interés en este modelo de tutela agregada, el desempeño en la promoción 
de los intereses comprometidos por la sociedad. Y este mecanismo de pu-
blicidad en relación con el desempeño se ha de hacer en perspectiva está-
tica y dinámica: es decir no sólo respecto de los objetivos y resultados, sino 
también atendiendo a la perspectiva de las previsiones o acciones de futuro.

La ausencia de obligaciones de información transparente sobre el des-
empeño del propósito social o ambiental, podría no solo provocar que 
la consecución del propósito deviniese ineficaz, sino que además podría 
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provocar un falseamiento significativo de la competencia e impediría a los 
consumidores y usuarios comparar de manera eficaz los distintos produc-
tos y servicios que ofrecen las SBIC. E incluso dificultaría enormemente 
que se pudiesen activar los mecanismos de control y exigibilidad de res-
ponsabilidades instituidos en el ámbito mercantil y societario a los que 
más tarde haremos referencia.

Así, la difusión pública de esta información tiene incidencia en un doble 
aspecto para la empresa: por una parte, es un perfecto mecanismo publici-
tario para mejorar la capacidad competitiva de la empresa, que expresa así 
su compromiso social y medioambiental; por otra parte, si la publicidad no 
es veraz y las acciones desarrolladas no se alinean verdaderamente con el 
compromiso asumido puede crearse una competencia desleal. Por ello, es 
imprescindible institucionalizar el instrumento de transparencia (forma, 
plazo y contenido) y no dejarlo a la voluntad de la empresa.

Ello lleva a sugerir dos líneas de implementación en este punto:
i) La elaboración y presentación de un Informe Anual que se refiera a 
cuatro parámetros: objetivos, medidas, resultados y línea de actuación 
futura.
ii) La implementación de una Auditoría externa independiente para em-
presas grandes, o la creación de un Comité interno para empresas de 
menos de 250 empleados, en aras, como explicaremos más adelante, de 
la proporcionalidad.

7.2  ELABORACIÓN Y PRESENTACIÓN  
DE UN INFORME ANUAL

El hecho de ser reconocida como una Sociedad de Beneficio e Interés Co-
mún tendrá una doble incidencia desde la perspectiva de la responsabili-
dad social. Por un lado, la SBIC, como cualesquiera otras corporaciones, 
debe cumplir con las exigencias derivadas de estrategias de RSC y tendrá, 
por tanto, que demostrar su desempeño ESG adecuado; pero por otro, la 
empresa tendrá su propósito, su misión, detallado en su objeto social, cuyo 
contenido (ambiental, social…), público objetivo y/o área en la que se pre-
tende impactar, y los indicadores de medición utilizados, tendrán que re-
portarse a su vez públicamente.

Por ello, sería conveniente que la empresa elaborase un informe anual 
sobre el desarrollo del propósito, que se debería formular junto con las 
cuentas anuales de la sociedad en los 3 primeros meses del ejercicio, y 
dotar de publicidad en la página web y demás redes de la sociedad, sin 
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perjuicio de que se pudiese valorar su publicidad formal a través de los 
medios y registros públicos, como el Registro Mercantil o la CNMV para 
las sociedades cotizadas. Hay que destacar la conveniencia de valorar que 
este informe sea presentado en la Junta General Ordinaria, como punto 
separado del orden del día, al objeto de facilitar el derecho de información, 
para su valoración y votación, con carácter consultivo, por parte de los 
socios. Sería asimismo conveniente informar de manera transparente del 
resultado de dicha votación, como señal de aceptación y aprobación del 
desempeño respecto del propósito social.

Según apuntamos anteriormente, sería adecuado que, desde el punto 
de vista de la organización interna, se le atribuya esa tarea a un cargo (uni-
dad de cumplimiento del propósito) o comité interno, incluido en el órgano 
de administración o no, pero con facultades suficientes para realizar las 
comprobaciones oportunas; sin perjuicio de que la competencia final de su 
formulación deberá recaer sobre el órgano de administración.

Siguiendo el ejemplo de la regulación existente en otros países, en el 
caso nacional, la norma especificará diferentes sistemas de evaluación y 
medición reconocidos internacionalmente e independientes, que las en-
tidades podrán seguir para realizar su reporting. No obstante, sí que se 
definirán los aspectos clave a incluir en el informe, que se detallan a con-
tinuación: 

1. Los objetivos específicos para la contribución del propósito plantea-
dos para el periodo que comprenda el informe, ya sean singularizados 
en el periodo, y a medio o largo plazo. Aquí debería aludirse, además, 
a las contingencias. La información no solo debe ser cualitativa, sino 
cuantitativa.
2. Las medidas concretas puestas en práctica durante el periodo por el 
órgano de administración y el equipo interno para alcanzar el propó-
sito estatutario.
3. Los resultados alcanzados durante el periodo en la consecución del 
propósito, a modo de impacto de la empresa en relación con el propó-
sito comprometido. Los resultados deben siempre poner en relación los 
objetivos propuestos, las medidas implementadas, y los hitos alcanza-
dos. La información debería ser cualitativa, pero también cuantitativa, 
con referencia a la relevancia desde una perspectiva económica y con 
datos numéricos contrastables. Idealmente debería habilitarse un siste-
ma estandarizado de medición del impacto, basado en sistemas de eva-
luación y medición internacionalmente reconocidos, que sirva tanto a la 
empresa para publicar sus resultados como a la auditoría para medir el 
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verdadero impacto. La dificultad de estandarización estriba en la dife-
rente naturaleza de los propósitos estatutarios que pudieran adoptarse.
4. Línea de actuación futura: resumen de objetivos y medidas a seguir 
para el siguiente periodo, atendiendo a la evolución del periodo ante-
rior, una vez contrastados los objetivos anteriores con los resultados.

7.3  PROPORCIONALIDAD EN LA VERIFICACIÓN: 
AUDITORÍA EXTERNA Y/O CREACIÓN DE UN COMITÉ 
INTERNO 

Para la credibilidad de este modelo empresarial, y a pesar de la complejidad 
que ello pueda suponer, será necesario estudiar la forma de habilitar en 
determinados casos una auditoría externa independiente sobre el desem-
peño de la SBIC en relación, precisamente, al mantenimiento de los requi-
sitos establecidos y la verdadera conducción de la empresa para alcanzar 
el propósito comprometido.

Siempre presididas por el principio de proporcionalidad, podrían estu-
diarse las siguientes pautas:

1. Conveniencia de habilitar, en determinados casos, un mecanismo de 
control de la veracidad de la información y del impacto en las adminis-
traciones públicas.
2. Atender al desarrollo de un estándar de revisión objetivo que permita 
contrastar la realidad del desempeño con el impacto publicado en el In-
forme Anual sobre Desarrollo del Propósito. Además de esa información 
pública, no deben descartarse comprobaciones adicionales.
3. La entidad auditora podría estar autorizada expresamente por las ad-
ministraciones públicas para desarrollar esta función, e inscrita en el 
Registro Público correspondiente (en su caso, creado al efecto). No debe 
tener relación relevante con la SBIC evaluada, recogiéndose el paráme-
tro para medir su independencia a través de las oportunas incompati-
bilidades. Debe tener capacidad y competencia para acceder a la infor-
mación completa de la sociedad que le permita un análisis adecuado. 
Previsiblemente, se desarrollarán entidades especializadas.
4. El resultado de la auditoría debe ser público, adjuntándose al Informe 
Anual correspondiente, o, en su caso, a los Informes Anuales sobre el 
periodo plurianual comprendido en la verificación. Deberá aludir a los 
estándares empleados para realizar la evaluación. No debiera descar-
tarse un sistema de calificación sobre el grado de cumplimiento con 
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el compromiso adquirido y del impacto alcanzado, que podría ser útil 
como «semáforo de alerta» y tener, además, efectos reputacionales re-
levantes para la competencia.

Todo ello con la finalidad de que el mercado pueda comprobar si tal 
sociedad es merecedora de la condición de SBIC y las consecuencias repu-
tacionales positivas que de ella derivan.

Finalmente, en relación con esas consecuencias reputacionales, la veri-
ficación podría contextualizarse en el ámbito de la afectación a la compe-
tencia en el mercado, es decir, por las autoridades de Defensa de la Com-
petencia. En concreto, sería oportuno sugerir a la Comisión Nacional de 
los Mercados y de la Competencia (CNMC) el control de oficio, aleatorio 
y esporádico, o bien a instancia de interesado, de las circunstancias com-
pletas en torno al cumplimiento de los estándares que habilitan la consi-
deración especial de las SBIC, ya que este control guardaría relación con 
la eventual responsabilidad administrativa por prácticas anticompetitivas 
en este contexto.

En lo referente a la regulación de estos procesos de verificación externa 
es vital la aplicación del principio de proporcionalidad, de manera que las 
SBIC de menor tamaño y menores cifras de facturación no se vean perju-
dicadas por unas exigencias con las que no puedan cumplir debido a su 
capacidad financiera.

Por ello, es interesante vincular los procesos de verificación externa 
independiente que proponemos para las SBIC a la actual Ley 11/2018, en 
materia de Información no financiera, donde en su modificación del Artí-
culo 49.5 del Código de Comercio, aplica la proporcionalidad con base en 
parámetros como:

• Número de trabajadores
• Importe neto de la cifra anual de negocios consolidada
• Partidas del activo consolidado

Actualmente nuestro ordenamiento establece la obligatoriedad de in-
cluir información no financiera para grupos de sociedades con empresas 
de más de 500 trabajadores, o para aquellas que, o bien tengan la conside-
ración de entidades de interés público de conformidad con la legislación 
de auditoría de cuentas, o bien, durante dos ejercicios consecutivos reú-
nan, a la fecha de cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las circuns-
tancias siguientes: 1.º Que el total de las partidas del activo consolidado sea 
superior a 20.000.000 de euros; 2.º Que el importe neto de la cifra anual de 
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medio de trabajadores empleados durante el ejercicio sea superior a 250. 
Para las sociedades de capital de más de 250 empleados, la Ley de Socieda-
des de Capital establece en su Artículo 262.5 criterios análogos. 

No obstante, cabe mencionar que estos parámetros están en proceso 
de revisión debido a la nueva propuesta de directiva sobre información 
corporativa en materia de sostenibilidad32 (CSRD, por sus siglas en inglés). 
Estas modificaciones permitirán reforzar la rendición de cuentas de las 
empresas, evitar divergencias entre las normas nacionales y facilitar la 
transición hacia una economía sostenible.

De cualquier manera, se pone de relieve el hecho de que las empresas 
de menor tamaño (considerando aquí a aquellas de menos de 250 emplea-
dos), PYMES y microempresas no tienen la misma obligación ni capacidad 
que otras más grandes para asumir estos procesos de verificación.

Para este tipo de empresas, la verificación se realizará a través de un 
«Comité interno para el cumplimiento del propósito» (que será el mis-
mo que se ha mencionado anteriormente para la elaboración del infor-
me anual). Este, que funcionaría de manera similar al comité de mission 
incluido en la regulación francesa, tendría que estar formado tanto por 
miembros del equipo directivo como empleados. A este respecto, sería 
recomendable incorporar al comité a grupos de interés que pueden pro-
porcionar información útil y pertinente relativa al propósito. Para aquellas 
empresas pequeñas, con menos de 50 empleados, sería suficiente con es-
tablecer un responsable en la empresa del seguimiento del propósito.

El comité o responsable debe tener presentes los cambios que ocurren 
dentro y fuera de la empresa que puedan afectar a su propósito, elaborar 
los documentos informativos y los obligatorios (como el informe anual al 
que haremos referencia más adelante), realizar propuestas y tener la capa-
cidad de mostrarse crítico con la actividad de la empresa. Como describía 
ARMAND HATCHUEL, miembro del GT sobre el comité de mission francés, 
el Comité para el cumplimiento del propósito ha de actuar como una «ven-
tana abierta para el mundo».

La aplicación de principios de proporcionalidad a los sistemas de verifi-
cación no implica menor rigurosidad, ni credibilidad a la hora de demostrar 
el propósito. De hecho, todas las empresas, tal y como desarrollaremos en 
el apartado siguiente referido a transparencia empresarial, deberían a es-
tar obligadas a reportar anualmente y publicar en sus webs sus resultados 

32.  Propuesta de DIRECTIVA DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO por la que se modifican

la Directiva 2013/34/UE, la Directiva 2004/109/CE, la Directiva 2006/43/CE y el Reglamento (UE) 
n.º 537/2014, por lo que respecta a la información corporativa en materia de sostenibilidad.
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en lo que a propósito se refiere, lo que ya supone otra forma de «verifica-
ción social». Además, en lo que se refiere a responsabilidad empresarial, 
también todas las empresas seguirán sometidas a otro tipo de controles, 
como el régimen de competencia desleal, o los controles de responsabili-
dad empresarial y de sus administradores.

Adaptar la proporcionalidad en la verificación del propósito, es la mane-
ra de atender a la realidad diversa del sector empresarial, y hacer viable e 
incorporar de manera transversal esta figura a todo el tejido, avanzando y 
posibilitando modelos más responsables y sostenibles, desde la base pro-
ductiva hasta la gran empresa.
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8. RÉGIMEN DE 
RESPONSABILIDAD DERIVADA 
DEL INCUMPLIMIENTO DEL 
PROPÓSITO 

8.1  EL PROPÓSITO COMO UN NUEVO MODELO DE 
GOBERNANZA. MÁS ALLÁ DE LA RSC.

Más allá del escenario RSC y de las cuestiones apuntadas hasta el momen-
to, el debate sobre las SBIC también se encuentra inmerso en la discusión 
actual sobre los modelos de gobernanza y gobierno corporativo, tal y como 
se ha resaltado en las sesiones de trabajo del grupo. 

La construcción de un sistema de gobierno corporativo pivota no sólo 
entre quién y cómo se decide, sino también sobre qué intereses son los 
que prevalecen. 

Así, frente al modelo del shareholder value, imperante en España y cen-
trado en la primacía de la compañía y de sus accionistas, aún matizado por 
las reglas de la RSC, se abren paso modelos de tutela agregada de intereses, 
como el stakeholder model que abre el foco para integrar los intereses de 
todos aquellos afectados por la actividad empresarial, y que ha dado lugar 
a todas las iniciativas vinculadas a la responsabilidad social corporativa.33

El modelo de gobernanza de las Sociedades de Beneficio e Interés co-
mún se integra sin duda en el stakeholder model, pero también va más allá, 
tal y como comentamos anteriormente cuando se apuntaron las diferen-
cias entre la responsabilidad social corporativa y la SBIC.

La existencia de esa causa dual de la SBIC y la finalidad de impacto in-
corporada a su objeto social, no sólo condiciona su actividad, sino también 
el régimen de responsabilidad de sus administradores e incluso de la pro-
pia sociedad. Pues como ya señalamos al asumir de manera estatutaria el 

33.  La responsabilidad social corporativa es «la integración voluntaria, por parte de las empresas, 
de las preocupaciones sociales y medioambientales en sus operaciones y sus relaciones con sus 
interlocutores», Libro Verde: Fomentar un marco europeo para la responsabilidad social de las em-
presas, de 18 de julio de 2001, Comisión Europea.
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propósito se ha pasado del terreno de la voluntariedad al de la obligatorie-
dad, con todas las consecuencias legales que ello tiene. 

A partir de aquí, tal y como nos apunta la Profa. BACIGALUPO,34 «se 
abren cuestiones que condicionarán también el alcance y los límites de los 
deberes de los administradores y la posición de garante de los administra-
dores respecto de los riesgos por los que puedan llegar a responder en el 
marco de sus deberes de administración», puesto que la definición de la 
finalidad que ha de cumplir la empresa; fija el marco de los deberes de sus 
administradores, encuadra a la empresa como sujeto del derecho y marca 
el ámbito de su responsabilidad como tal y la de sus administradores fren-
te al incumplimiento de los fines y deberes. Tal y como ya apuntamos más 
arriba, y que repetimos esta vez con palabras de la Profa. BACIGALUPO, 
«Una vez la empresa haya adoptado y definido su propósito, éste pasará a 
formar parte de los deberes de la empresa y de la de sus administradores, 
así como del marco hermenéutico de interpretación del interés social».

De este modo, el incumplimiento del propósito definido estatutariamen-
te tendrá necesariamente diversos efectos jurídicos, ya sea para la propia 
compañía, para los accionistas, o para terceros. Ampliándose, de nuevo en 
la SBIC el ámbito subjetivo de quién puede ser considerado tercero. 

Antes de avanzar en la reflexión sobre la responsabilidad, conviene re-
cordar lo que nos apunta la Profa. BACIGALUPO, respecto del hecho de 
que en el marco de las sesiones de trabajo ha sido planteado como un 
elemento esencial de la definición que esta contemple de forma clara que 
la finalidad de la empresa es «no causar daño», ya que en este sentido 
«Convendría tener presente que no causar daño es un deber positivo ge-
neral dentro de la teoría de la responsabilidad y, en particular, del cono-
cido principio neminem laedere. Por ello, lo importante no es recoger en 
la norma la esencia misma de la teoría de la responsabilidad, sino definir 
adecuadamente —con precisión y claridad (principio de legalidad)— las 
características del propósito teniendo en cuenta qué mandatos y qué pro-
hibiciones va a generar su definición, porque de allí surgirán de forma 
directa los alcances y límites de los deberes que se vayan a establecer y 
de los que se puedan derivar responsabilidades para la empresa y para sus 
administradores».35

34.  Bacigalupo, comentarios sobre las reflexiones del Grupo de Trabajo del Libro Blanco de las 
Empresas con Propósito.

35.  Ibid.
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8.2  MARCO DE LOS DEBERES DE LOS ADMINISTRADORES 
DE LAS SBIC 

El régimen jurídico de los administradores de capital en el ordenamiento 
jurídico español está claramente definido legal y jurisprudencialmente. Es 
por ello que la asunción voluntaria de la adopción del modelo de Sociedad 
General de Beneficio e Interés Común, supondrá asumir directamente ese 
régimen básico de responsabilidad que no se verá alterado más que en lo 
que expresamente se pueda establecer en la norma que regule esta tipología 
societaria con el fin de reforzar las garantías del cumplimiento del propósito. 

Así, en la medida en que la definición de propósito social o medioam-
biental quede petrificado en el objeto social, vinculará a los administrado-
res de la sociedad y definirá los límites y alcance a sus deberes de diligen-
cia (ex Art. 225.1 LSC), pudiendo su incumplimiento activar los mecanismos 
legales y las acciones de responsabilidad (civil y, en su caso, penal). Y todo 
ello al margen, o sumado, a las obligaciones legales existentes para los Ad-
ministradores de cumplimiento de cualesquiera otras políticas y normas 
aplicables en el ámbito de la responsabilidad social corporativa y a la ges-
tión de riesgos, bajo el esquema que dibuja la Prof. BACIGALUPO.36 

Propósito → Deberes de los Administradores → Incumplimiento → Responsabilidad 

8.2.1  Responsabilidad administrativa por incumplimientos 
frente al mercado

Dentro del ámbito de la responsabilidad, es interesante tener en mente el 
impacto que puede tener el modelo en el ámbito del Derecho de la com-
petencia, la competencia desleal y la publicidad engañosa.

En este sentido sería interesante que la regulación propuesta atendiera 
debidamente este punto, reforzando el régimen actual y señalando expre
samente que el incumplimiento de las exigencias para ser considerada so
ciedad con propósito podría reputarse como acto de competencia desleal, 
en su caso susceptible de falsear la libre competencia. En particular, si el 
incumplimiento de las exigencias legales o estatutarias, incluyendo el défi-

36.  Bacigalupo, comentarios sobre las reflexiones del Grupo de Trabajo del Libro Blanco de las 
Empresas con Propósito.



cit en la promoción del propósito comprometido, podría entenderse desleal 
o engañoso al calificar como sociedad con propósito a una entidad que no 
debiera mantener tal condición.

8.2.2  Responsabilidad civil de administradores

Para finalizar, en relación con el régimen de responsabilidad civil, la im-
putación de responsabilidad civil de los administradores de la SBIC debe 
asociarse necesariamente al establecimiento de un deber explícito que 
oriente su gestión hacia el propósito. En este sentido sería coherente in-
corporar un régimen similar al de aquellos países en los que se ha cons-
truido un deber complejo que exige un estándar de conducta orientado 
hacia la gestión socialmente responsable, como aproximación general, y 
además específicamente hacia la promoción del propósito comprometido 
estatutariamente.

Asumiendo, por lo tanto, esa opción legislativa, sobre la base de la exis-
tencia de dicho deber complejo, la estructura actual de las acciones societa-
rias de responsabilidad civil por daños funcionaría del siguiente modo, aten-
diendo a lo previsto en el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital (LSC):

La «Acción social de responsabilidad (Artículos 238-240 LSC), proce-
de cuando el daño lo ha sufrido la propia sociedad como consecuencia 
de un acto u omisión antijurídico y culpable de los administradores. En 
el contexto concreto que nos ocupa, el daño podría acontecer de manera 
diversa: una sanción a la sociedad (p. ej., como lo indicado en perspectiva 
de Derecho de Defensa de la Competencia), una obligación de indemnizar 
daños a terceros a cargo de la sociedad, pérdida de la condición de SBIC y 
pérdida de oportunidades en ese sentido, etc. Si tal daño fuera causado a 
consecuencia de un incumplimiento de las exigencias para ser SBIC y los 
compromisos asumidos como tal, y además fuera subjetivamente imputa-
ble a los administradores por su culpabilidad en cualquier grado, la socie-
dad podría ejercer acción social frente a aquellos.

La legitimación para el ejercicio de la acción corresponde en primer 
lugar a la sociedad, a través de un acuerdo de la junta general de socios 
(Artículo 238 LSC). Con carácter subsidiario a esta, podría ejercitarla los 
socios con minoría cualificada (Artículo 239 LSC). Y finalmente, en un nivel 
adicional de subsidiariedad respecto a esta última, se atribuye legitimación 
a los acreedores sociales (Artículo 240 LSC). El déficit en este punto está 
precisamente en la inexistencia de una legitimación adicional concedida a 
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otros stakeholders, para reclamar el resarcimiento de tal daño a la sociedad, 
cuya ampliación podría explorarse para añadir, también en vía subsidiaria 
y en un nivel equivalente al de los acreedores, a los terceros interesados 
en conexión con el propósito estatutario. En este sentido, sería de interés 
prever expresamente esta legitimación subsidiaria, en su caso incluso con 
la obligación de delimitar en los estatutos los stakeholders legitimados.

Además, debe descartarse que la acción social de responsabilidad fren-
te a los administradores puedan instarla los socios por apreciar daño en 
el interés social como consecuencia de la promoción de intereses socia-
les y medioambientales compatibles con el propósito, pues en tal caso los 
presupuestos de la responsabilidad civil no concurren, singularmente no 
habría antijuridicidad ni culpabilidad.

En cuanto a la acción individual de responsabilidad (art. 241 LSC), el ám-
bito del resarcimiento pretendido con dicha acción frente a los adminis-
tradores es el daño causado directamente en el patrimonio de un tercero, 
siempre como consecuencia del incumplimiento culpable de un deber, en 
un contexto de relación extracontractual. Así, lógicamente, la indemniza-
ción procurada repara el patrimonio lesionado de dicho tercero.

La creación de un deber explícito de los administradores de promover 
una gestión socialmente responsable es impulsar un propósito singularizado 
estatutariamente, lo que genera una obligación de cuidado del interés de los 
sujetos afectados, de modo que los administradores se sitúan en una posi-
ción de garantía del interés de dichos stakeholders, jurídicamente protegidos 
por tal deber. Así, en caso de daño a tercero, el análisis del presupuesto de 
la antijuridicidad de la acción individual valoraría el incumplimiento de un 
deber de los administradores que le es exigible en su posición orgánica, por 
expresa previsión legal y estatutaria, analizando en concreto la posición de 
garantía de los administradores respecto del stakeholder que alega daño.

Sin embargo, y aunque la acción podría ser clara para los casos más 
flagrantes de daños a terceros derivado de indolencia (omisión) en la ges-
tión socialmente responsable y en el impulso del propósito estatutario, o 
por actos frontalmente contrarios al compromiso adquirido, el ejercicio 
de esta acción encuentra gran dificultad. A esos efectos, esa dificultad es-
tribaría, sobre todo, en la prueba del daño concreto que ha causado la es-
pecífica conducta antijurídica, cuya relación de causalidad es, además, de 
complicadísima acreditación. Otra barrera sería, además, la amplitud del 
margen de discrecionalidad de los administradores para adoptar decisio-
nes de gestión, teniendo en cuenta que las obligaciones de los adminis-
tradores son obligaciones de medios, no de resultado, y que seguramente 
se trata de procurar un equilibrio entre los diferentes intereses afectados.
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9. PROPUESTA REGULATORIA 

Delimitación del propósito; el interés general social y ambiental

Las empresas con propósito son entidades con ánimo de lucro que, más 
allá de cumplir con los criterios de responsabilidad ambiental, social y de 
gobernanza (criterios ESG por sus siglas en inglés), generan un impacto 
positivo sobre la sociedad, las personas y el medio ambiente, utilizando así 
recursos privados para resolver un problema público.

En las empresas con propósito de lo que se trata es de unir de manera 
inescindible, en el ámbito organizativo y funcional de una sociedad, el con-
sabido y tradicional propósito lucrativo de las sociedades mercantiles, con 
la realización de actividades al servicio del interés general.

El «modelo de propósito» incorpora al valor de la empresa la búsqueda 
del impacto positivo en el entorno social y ambiental, identificándolo en su 
objeto social al mismo nivel que la continuidad económica de la actividad.

Denominación 

Entre todas las denominaciones posibles para las empresas con propósito, 
se considera que la que resulta más adecuada dentro del ordenamiento 
jurídico español es la de «Sociedad de Beneficio e Interés Común». 

La estructura más idónea en términos de efectividad y capacidad trans-
formadora de la realidad económica, en la que encajar la empresa con pro-
pósito en el Derecho español, son las sociedades de capital; en concreto la 
sociedad anónima y la sociedad de responsabilidad limitada. 

Se propone, por tanto, que la «Sociedad de Beneficio e Interés Común» 
se configure como una nueva tipología de empresa, que no un nuevo tipo 
societario, dentro de las sociedades de capital.

Ámbito de aplicación

La posibilidad de constituir una empresa con propósito debe representar 
una cuestión abierta, solo dependiente de la voluntad de quien o quienes 
decidan embarcarse en tal proyecto, al margen de su tamaño, de su activi-
dad o cualquier otra circunstancia. 

Sin embargo y teniendo en cuenta la menor disponibilidad de medios 
organizativos que puedan tener las estructuras empresariales de menor 
tamaño, habrá que matizar, siguiendo criterios de proporcionalidad, sus 



obligaciones de control y verificación, para no hacerlas tan costosas o 
complejas que sean inviables.

Reconocimiento en los estatutos

La noción del «propósito empresarial» presenta afinidad con diferentes 
elementos societarios, y la mejor manera de contemplarlo desde la dogmá-
tica del Derecho de sociedades es reconocer sus vínculos con todos ellos; 
causa, objeto e interés social. 

La empresa con propósito persigue uno o más objetivos de interés co-
mún social o ambiental, además de operar de manera responsable, soste-
nible y transparente hacia individuos, comunidades, territorios, medioam-
biente, patrimonio social y cultural, entidades y otras asociaciones además 
de otros grupos de interés.

El propósito supone la consecución de uno o más efectos positivos (o 
reducción de los negativos) en las categorías mencionadas.

Por ello, sería conveniente reflejar el propósito en los estatutos sociales, 
no sólo en una determinada cláusula, como podría ser la relativa al objeto 
social, sino al frente de los mismos, al modo de una especie de ideario de 
la sociedad, a modo de motivación o fundamentación del propósito social. 

La existencia de este ideario (o razón de ser) y de la inclusión del propó-
sito social o ambiental en el objeto social, podrá facilitar, sin duda, la labor 
de calificación y acceso al Registro Mercantil. Cuestiones estas sobre las 
que habrá que reflexionar ulteriormente.

Transparencia y verificación

En cuanto a la transparencia es imprescindible institucionalizar la elabo-
ración de instrumentos e informes sobre el contenido y el desempeño del 
propósito.

En este sentido se propone; (i) la elaboración y presentación de un In-
forme Anual que se refiera a los cuatro parámetros: objetivos, medidas, 
resultados y línea de actuación futura en relación con el desempeño del 
propósito, y que debería realizarse siguiendo alguno de los sistemas de 
evaluación y medición independientes reconocidos internacionalmente y 
que se especificarán en la norma; (ii) obligación de auditorías con la apli-
cación del principio de proporcionalidad, delimitando diferentes niveles y 
periodicidad para el sometimiento de las empresas a verificación externa.

Responsabilidad por incumplimiento

En la medida en que la definición de propósito social o medioambiental 
quede petrificada en el objeto social, vinculará a los administradores de 
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la sociedad y definirá los límites y alcance a sus deberes de diligencia, se-
gún el régimen general contenido en la LSC, pudiendo su incumplimiento 
activar los mecanismos legales y las acciones de responsabilidad. Y todo 
ello al margen, o sumado, a las obligaciones legales existentes para los Ad-
ministradores de cumplimiento de cualesquiera otras políticas y normas 
aplicables en el ámbito de la responsabilidad social corporativa y a la ges-
tión de riesgos. 

En cualquier caso, siendo la propuesta contenida en este Libro Blanco, 
una propuesta posibilista y de mínimos respecto del régimen jurídico, será 
necesario con posterioridad a su publicación ahondar en cuestiones de 
detalle sobre las que sólo a la Academia corresponde pronunciarse. 

Así quedan abiertas, entre otras, cuestiones tales como el régimen de 
transmisión de las acciones o participaciones sociales de las empresas 
con propósito, el ejercicio del derecho de separación por modificación del 
objeto social o por su incumplimiento, posible ampliación del régimen de 
responsabilidad de los Administradores o el ámbito de la discrecionalidad 
en el cumplimiento de sus obligaciones.
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